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Ilmo. Sr. Director del Instituto del Territorio y Urbanismo.

junio de 1990, a las veintidós treinta horas, y los días 18, 19 Y 20 de
Junio de 1990, a las diez treinta horas, en el salón de sorteos del
Organismo Nacional de Loterias y Apuestas del Estado, sito en la calle
de Guzmán el Bueno, número 137, de esta capital.

Los premios caducarán una vez transcurridos tres meses, contados a
partir del día siguiente a la fecha del último de los sorteos.

Madrid, 13 de junio de 1990.-El Director general, P. S., el Gerente
de la Lotería Nacional, Manuel Trufero Rodriguez.
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ORDEN de 16 de qbril de 1990 por la qlle se düpone el
cumplimiento en sus propios términos de la sentencia re­
caida en el recurso contencioso-administratiw). interpllesto
por don Delfin Fernánde:: Pedrido. sobre reclamación de
daños y perjuicios por pérdida de agua con motil'O de
obra:i Autopista Atlántico.

ORDEN de /f¡ de ahril de 1990 por la que se dispone el
cumplimiento en sus propios términos de la sentencia re­
caída en el recurso contencioso-administrativo. en grado
de apelación, imerpuesto por el Abogado del E.l"tudo. sohrc
justiprecio de finca.

13536

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, seguido ante
el Tribunal Supremo de Justicia. Sala Tercera. con el nllmero 37/
1986, interpuesto por don Delfín Fernándcz Pedrido, contra la orden
de 12 de marzo de 1984, sobre reclamación de daños y perjuicius por
pérdida de agua con motivo de obras en la Autopista Atlántico, se ha
dictado sentencia con fecha [6 de novicmbre de 1989, cuya parte dis­
positiva. literalmente, dice:

HFallamos: Quc estimando como estimamos la causa de inadmisi­
bilidad invocada por el ldrado del Estado, debemos decl:1nr y decla­
ramos tirmes y subsistentes los actos impugnados, resoluciones del

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, en grado de
apelación, seguido ante el Tribunal Supremo. Sala Quinta, con el nú­
mero 58.3/1987, interpuesto por el Abogado del Estado, representante
y defensor de la Administración. contra la 'sentencia dictada el 8 de
septiembre de 1986, por la Audiencia Territorial de Granada l:n el re­
curso número 222/1984, promovido por doña Soledad Corral Marti­
nez, contra acuerdo de 1 de fcbrero de 1984, sob¡;e justiprecio dc finca
expropiada, se ha dictado sentencia con fecha 26 de noviembre de
1987. cuya parte dispositiva, literalmente. dice:

HFallamos: Que estimando parcialmente cl recurso dc apelación
interpuesto por el reprcsentante de la Administracion contra sentencia
dl.l la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Ternto­
rial de Granada de fecha 8 de septiembre de 1986, revocando en parte
la misma v anulando también en parte los acuerdos del Jurado Pw­
vincial de -Expropiación Forzosa de Jaén de fechas 19 de septicmbre
y [ de febrero de 19R4, debemos declarar y declaramos que el importe
total que debe satisfacerse a doña Soledad Corral Martínez por la fin­
ca número 25 de las expropiadas para la realizacian de las obras de
la variante de Andújar, en la CN-IV, de Madrid a Cádiz, cs de un ml­
lIan sesenta y ocho mil novecientas cincuenta y cuatro pesetas
(1.068.954 pesetas), cn el que ya está incluido el premio de "fecci0n,
sin comprender en la misma los intereses legales que pudieran ser pro­
cedentes y que no han sido cuestionados; no hacemos ninguna decla­
ración sobre cl pago de costas en ninguna de las instancias.»

Este Ministerio, de confonnidad con lo establecido en los articulas
103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdíccian Contencioso­
Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propios términos la referida sentencia.

Lo que comunico a V I. para su conocimiento y cumplimiento
Madrid, 16 de abril dc 1990.~P. D. (Orden Ministerial de 6 de ju­

nio de 1979). el Subsecretario, Javier Mauleón Alvarez de Linera.

nmo. Sr. Director general de Carreteras.

3567/1984) la cual debemos revocar y revocamos y en su lugar deda·
ramos que no es ajustada a derecho, por lo que la debemos anular y
anulamos, la resolución del Ministerio de Obras Públicas y Urbanis­
mo de 21 de septiembre de 1984 que sancionó al apelante con multa
de doscicntas cincuenta mil pesetas por deficiencias constructivas. que
no han resultado probadas. Sin costas.))

Este Ministerio. de confonnidad con lo establecido en los articulas
103 y siguientes de la Ley reguladora dc la Jurisdiccian Contcnciuso~

Administrativa de 27 de dickmbre dc 1956, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propios términos la referida sentencia, en lo que a este De­
partamcnto afecta.

De csta resolución y de la sentencia, debe darse traslado a la Co~

munidad Autónoma de L:.l Rioja, a los efectos que pudieran proceder
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 104 de la mencionada
Ley de la Jurisdiccian Clmtcncioso-Administrativa.

Lo que comunico a V I. para su conocimiento y cumplimil:nto.
Madrid, 16 de abril de 1990.-P. D. (Orden Ministerial de 6 de ju­

nio de 1979). el Subsecretario, Javier Maulean Alvarez de Linera.

Ilmo. Sr. Director general par<.t la Vivienda y Arquitectura.
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ORDEN de 16 de abril de /990 por la que se dispone el
cumplimiento en sus propios términos de la sentencia re­
caída en el recurso contencioso-administrativo. en grado
de apelación, interpueslO por el Abogado del Estado y pur
Inmobiliaria Abascal, Sociedad Anónima, .whre a¡1roha­
ción del Plan General Municipal de Ordenación de León.

ORDEN de 16 de abril de 1990 por la que se dispone el
cumplimiento en sus propios términos de la sentencia re­
caída en el recurso contencioso-adnúnistrativo, en grado
de apelación. interpuesto por don Francisco Garrido Ta­
rragona, sobre deficiencias constructivas en viviendas con
imposición de multa.

MINISTERIO
DE OBRAS PUBLICAS

Y URBANISMO
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Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en los artículos
103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propios términos la referida sentencia, en lo que a este De­
partamento afecta.

De esta resolución y de la sentencia, debe darse traslado a la Jun~

ta de Castilla y Lean. a los efectos que pudieran proceder de confor~

midad con lo dispuesto en el artículo 104 de la mencionada Ley de la
J urisdiceión Contencioso-Administrativa.

Lo que comunico a V. L para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 16 de abril de 1990.-P. D. (Orden Ministerial de 6 dc ju­

nio de 1979), el Subsecretario, Javier Mauleón Alvarez de Linera.
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Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo. en grado de
apelación, seguido ante el Tribunal Supremo de Justicia, Sala Tercera,
con el número 998fl988, interpuesto por don Francisco Garrido Ta­
rragona, contra la sentencia dictada con fecha 3 de marzo de 1988, en
el recurso número 15.692, interpuesto por el recurrente antes mencio~

nado, contra la resolución de 21 de septiembre de 1984, sobre supues­
tas detlciencius constructivas en viviendas con imposician de multa, se
ha dictado sentencia con fecha 8 de noviembre dc 1989, cuya parte
dispositiva, literalmente, dice:

«FaJlamos: Debemos estimar y estimamos el recurso dc apelación
interpuesto por don Francisco Garrido Tarragona contra la sentencia
ue la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso~Administrativo dc
la Audiencia Nacional de 3 de marzo de 1988 (rccaida en el recurso

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, en grado de
apelación. seguido ante el Tribunal Supremo, Sala Tercera, con el nú­
mero 1967/1986, interpuesto por el Abogado del Estado, representan­
te y defensor de la Administración, y por Inmobiliaria Abascal, Socic­
dad Anónima. contra la sentencia dictada el 4 de julio de 1986, por
la Audiencia Nacional en el recurso número 14.657, promovido por la
citada entidad, contra resolución de 21 de julio de 1982, sobre apro­
bación del Plan General Municipal de Ordenación de León, se ha dic­
tado sentencia con fecha 29 de abril de 1989, cuya parte dispositiva,
litcralmente, dice:

«Fallamos: Que con estimación del recurso de apelación interpues­
to por el Abogado del Est~do contra la sentencia de la Sección Pri­
mera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de 4 de julio de 1986, dictada en los autos de que dimana
el presente rollo, debemos revocar y revocamos la rcferida sentencia
y en su lugar declaramos la conformidad a derecho de la Orden Mi~

nisterial de 2 de diciembre de 1980, así como la resolución de 21 de
julio de 19~2, que desestimó el recurso de reposición deducido contra
el mismo, sin hacer especial declaración de costas en ninguna dc las
instancias.})
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Ilmo. Sr. Director general de Servicios.
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ORDEN de 16 de abril de /990 por la que se dispone el
cumplimiento en sus propios términos de la sentencia re­
caída en el recurso contencioso-administrativo. en grado
de apelación. interpuesto por el Abogado del Estado. sohre
reclamación de honorarios profesionales.

ORDEN de 16 de abril de 1990 por la que se hace público
el Acuerdo del Consejo de Minütros de fecha J5 de di­
ciembre de 1989. que dispone el cumplimiento en ~-us pro­
pios términos de la sentencia recaída en el recurso conten­
cioso-administrativo. interpuesto por don Juan Granell
Acosta y «(Puerto Turístico Deportivo Puebla de Famals»,
wbre concesión zona de aguas para construccián dársena.

Ilmo. Sr.: En e! recurso contencioso-administrativo. en grado de
apelaeion. seguido ante el Tribunal Supremo con el numero 1793/
1987 interpuesto por el Abogado del Estado. representante y defensor
de la Adminístracion. contra la sentencia dictada el 11 de septiembre
de 1987, por la Audiencia Nadonal en el recurso número 14.722. de­
ducido por e! Colegio Oficial de Arquitectos de Canarias y de sus Co­
legiados don Javier Díaz Llanos Prion de la Rache y don Vicente
Saavedra Martinez. contra desestimación presunta por silencio adrni~

nistrativo de petición sobre reclamación de honorarios profesionales,
se ha dictado sentencia con fecha 21 de julio de 1989. cuya parte dis­
positiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Declarando haber lugar al recurso de apelación inter­
puesto por la Administración demandada y con revocacion de la sen­
tencia dictada con fecha II de septiembre de 1987, por [a Sección Pri­
mera úe la Sala de lo Contencioso·Administrativo de 13 Audiencia
Nacional. debemos declarar y declaramos inadmisible el recurso inter­
puesto por la representación procesal del Colegio de Arquitectos de
Canarias y de sus colegiados a que la demanda se refiere contra la de­
sestimación presunta de la petición que dedujeron sobre abono de ho­
norarios profesionales por parte de la Dirección General de! Instituto
para la Promoción Pública de la Vivienda, absteniéndonos de resolver
sobre el fondo de la pretensión deducida y sin hacer expresa imposi­
ción de costas a ninguna de las partes.»

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso~administrativo número
30684711983. interpuesto por don Juan Granell Acosta y «Puerto Tu­
rístico Deportivo Puebla de Farnals. Sociedad Anónima)), contra el
Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de marzo de 1982 por el que
se otorgó al Real Club Náutico de Valencia la concesión de una zona
de aguas del Puerto Autonomo dc Valencia para la construecion dc
una dársena para embarcaciones deportivas y ocupación de una par­
cela de 12.500 m 2 en la zona de servicio de dicho Puerto, y contra el
Acuerdo del mismo Consejo de 15 de diciembre de 1982 desestimato­
rio de! recurso de reposición. se ha dictado sentencia el I de diciem­
bre de 1988. cuya parte dispositiva. literalmente, dice:

«Fallamos: Que rechazando como rechaz,!-ffios la causa de inadmi­
sibilidad invocada por los demandados; y desestimando como asimis­
mo desestimamos el recurso contencioso~administrativointerpuesto
po la entidad "Puerto Turistico Deportivo Pucbla de Farnals. Socic­
dad Anonima". y don Juan Granell Acosla. contra los acuerdos del
Consejo de Ministros de 5 de marzo de 1982 y en rcposicion de 15 de
diciembre del mismo año. debemos declarar y declaramos los mismos
ajustados a Derecho, y en consecuencia firmes y subsistentes, sin ha­
cer especial imposición de las costas a parte determinada.»)

El Consejo de Ministros, a propuesta del Excmo. Sr. Ministro de
este Departamento, en su reunión del día 15 de diciembre de 1989 y
de conformidad con lo establecido en [os articulas 103 y siguientes de
la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de
27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla en sus propios
términos la referida sentencia.

Lo que comunico a V. L para su conocimiento y cumplimiento_
Madrid, 16 de abril de 19YO.-P. D. (Orden Ministerial de 6 de ju­

nio de 1979), el Subsecretario. Javier Mauleón Alvarez dc Linera.

Ilmo. Sr. Director general de Puertos y Costas.
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Ilmo. Sr. Director general de Servicios.

Este Ministerio, de confonnidad con lo establecido en 1m artículos
103 y siguientes de la Ley reguladora de la lurisdiccion Contencioso­
Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cum4
pla en sus propios términos la referida sentencia.

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 16 de abril de 1990.-P. D. (Orden Ministerial de 6 de ju­

nio de 1979). el Subsecretario.,Javier Mauleón Alvarez de Linera.

ORDEN de 16 de abril de' 1990 por la 'lUí' se dispone el
cumplimiento en sus propios términos de la sentencia re­
caida en el recurso contencioso-admilllstratiro, en grado
de apelación, imerpueslO por el Abogado del Estado y
((Caramelos la Afilagrosa. Sociedad Anánima», sohre da­
ños y perjuicios sufridos en su fáhricil de Arrigorria (Viz­
caya).

ORDEN de 16 de abril de 1990 por la que se dispone el
cumplimiento en sus propios términos de la sentencia re­
caida en el recurso contencioso-administratú'o, interpuesto
por el Colegio O}kial de Ingenieros Industriales d~ Ma­
drid, sobre aprohación de disposiciones regllladoras del se­
llo INCE.
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Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, de 12 de marzo y 10 de
julio de 1984, originario y reposición. a que estos Autos se refieren;
todo ello sin hacer expresa condena en cuanto a las costas de este re­
curso a parte determinada.»

Este Ministerio. de conformidad con lo establecido en los artículos
\03 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propio~ términos la referida sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid. 16 de abril de I990.-P. D. (Orden Ministerial de 6 de ju­

nio de 1979), el Subsecretario, Javier Maulcón Alvarez de linera.

Ilmo. Sr.: En el rccurso contencioso-administrativo, en grado de
apelación, seguido ante el Tribunal Supremo de Justicia, Sala Tercera,
con el número 61865/1983, interpuesto por el Abogado del Estado,
representante y defensor de la Administración, y "Caramelos la Mila­
grosa, Sociedad Anónima»), contra la sentencia dictada con fecha 24
de mayo de 1984 por la Audiencia Nacional, en el recurso número
12311. interpuesto por «Caramelos la Milagro:;a, Sociedad Anóni­
ma», contra resolucion de 20 de enero de 1979, sobre daños y perjui.
cios sufridos en su fábrica de Arrigorria (Vizcaya), como consecuen­
cia de la inundación causada por el río Nervión el 12 de junio de
1977. se ha dictado sentencia con fecha 29 de septiembre de 1989,
cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que estimando en parte el recurso de apelación inter­
pucsto por el representante de la Administración en cuanto que se re­
voque como revocamos la forma en que se debe hacer pago de los in­
tert~ses ya que los mismos se abonarán de acuerdo con lo previsto por
el articulo 45 de la Ley General Presupuestaria. y, desestimando
como desestimamos el recurso de apelación que él su vez fue plantea­
do por la representación de la entidad mercantil "Caramelos la Mila­
grosa. Sociedad Anónima" contra la senteneiu dictada por la Sccción
1.' de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de J:.¡ Audiencia Na­
cional a que estos autos se contrae, de fecha 24 de mayo de 1983. de­
bemos confirmar y confirmamos, en lo demás. dicha sentencia. todo
ello sin hacer expresa imposición en cuanto a las costas de la misma
a parte detenninada por lo que cada una abonará I¡\s causadas ¡l su
instancia y las comunes por mitad.»)

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo. seguido ante
el Tribunal Supremo, Sala Tercera. con el número 71/1987, interpues.~

to por el Colegio Olidal de Ingenieros Industriales de Madrid, contra
la resoludon de 19 de octubre de 1983. sobre aprobacion úe disposi­
ciones reguladoras del sello INCE, se ha dictado sentencia con fecha
I de febrero de 1989. cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que desestimando el presente recurso contencioso-ad­
ministrativo número 71/1987, promovido por la representación proce­
sal del Colegio Ofidal de Ingenieros Industriales de Madrid, frente a
la resoludon del Ministerio de Obras Públicas v ü rbanismo, de 19 de
octubre de 1983. debemos declarar y declaramós que la misma (:s con­
fonne a derecho. Sin imposición de costas.))

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en lo,> artktilos
103 y siguientes de [a Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa de 27 de diciembre de 1956. ha &,puesto que se cum­
pla en sus propios términos la referida sentenóa.

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 16 de abril de I990.-P. D. (Orden Ministerial dc 6 de ju­

nio de 1979). el Subsecretario. Javier Mauleón Alvare¿ de Linera.

Ilmo. Sr. Director general para [a Vivienda y Arq'.litectura.


